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RESOLUCIÓN DE LA RECLAMACIÓN 10/2025, FORMULADA POR XXXXX
(SESIÓN 4 DE DICIEMBRE DE 2025, ASUNTO 1/4)


ANTECEDENTES

Primero. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, el 30 de junio de 2025, XXXXX presentó en el Registro de la Diputación Foral de Álava una solicitud de copia íntegra del expediente sancionador incoado por Resolución 897/2024 del Director de Agricultura.

Segundo. Mediante Orden Foral 311/2025, de 26 de septiembre, la Diputada de Agricultura resolvió desestimar dicha petición por riesgo de vulneración de derechos fundamentales a la protección de datos y a la intimidad personal y familiar ya que la disociación de datos personales no permitiría evitar la identificación de las personas afectadas.

Tercero. El 2 de octubre de 2025 tuvo entrada en el Registro de la Diputación Foral de Álava un escrito de XXXXX, formulando reclamación ante el Consejo Foral de Transparencia y Buen Gobierno contra la citada Orden Foral 311/2025, alegando, en síntesis, una interpretación extensiva y desproporcionada de los límites legales, la posibilidad de acceso parcial previa disociación, la existencia de jurisprudencia favorable a la publicidad de expedientes sancionadores y la preeminencia del principio de máxima divulgación

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. En relación con la solicitud planteada por la persona reclamante, antes de analizar el fondo del asunto, ha de examinarse si la petición reúne los requisitos precisos para plantear una reclamación ante este Consejo de Transparencia, requisitos que, de acuerdo con el artículo 35.5 de la Norma Foral 1/2017, de 8 de febrero, de Transparencia, Participación Ciudadana y Buen Gobierno, vienen fijados en la legislación básica, esto es, en la LTAIBG.

1. Respecto al plazo para la interposición de la reclamación, la LTAIBG establece en su artículo 24.2 que la reclamación se interpondrá en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de la notificación del acto impugnado, plazo al que se ajustó XXXXX ya que la Orden Foral 311/2025 de la Diputada de Agricultura fue notificada el 2 de octubre de 2025 y la reclamación tuvo entrada en el Registro de la Diputación Foral de Álava ese mismo día.


2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 35.3 y en la disposición adicional primera de la Norma Foral 1/2017 y en el Decreto Foral 5/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 21 de febrero, el Consejo Foral de Transparencia es competente para conocer y resolver las reclamaciones que, en materia de transparencia, se realicen frente a las resoluciones adoptadas por cualquiera de las entidades del sector público foral, resoluciones entre las cuales se encuentra la resolución recurrida por la persona reclamante.

3. Una vez identificada la sujeción de la entidad reclamada a la Norma Foral 1/2017 de Transparencia, la competencia subjetiva del Consejo Foral de Transparencia y la legitimación de la persona reclamante, deberá verificarse que existe efectivamente una solicitud de información pública ya que, de acuerdo con la Norma Foral 1/2017 y el Decreto 5/2017 de 21 de febrero, dicho Consejo es incompetente para conocer de otro tipo de pretensiones.

El objeto de la reclamación es la resolución expresa en materia de acceso a información pública, esto es, la Orden Foral 311/2025, de 26 de septiembre, a través de la cual se desestimaba la pretensión del reclamante.

Según el artículo 18 de la Norma 1/2017, de 8 de febrero, se entiende por información pública “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de cualquiera de los sujetos incluidos en el artículo 3 de esta Norma Foral que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones”.

Por lo tanto, las solicitudes de acceso deben estar basadas en información ya existente y disponible por un organismo o entidad sujeta a la Norma Foral en el momento en que se produce la solicitud y, además, debe ser información elaborada o adquirida en el ejercicio de sus competencias.

A la vista de esta definición es manifiesto que la solicitud formulada por XXXXX tiene por objeto información pública de la que dispone el departamento competente en materia de transporte y sanidad animal.

Así, cuando concurren estos presupuestos, la Administración ha de conceder el acceso a la información solicitada, salvo que se justifique, de forma clara y suficiente, la concurrencia de una causa de inadmisión o la aplicación de un límite legal.


Segundo.- En cuanto al fondo del asunto, la resolución impugnada desestima la solicitud de información pública con base en “la presencia en el expediente de datos personales cuya disociación resulta insuficiente para impedir la identificación de los titulares de dichos datos, con el consiguiente riesgo cierto de vulneración de sus derechos fundamentales a la protección de datos y a la intimidad personal y familiar.”



Así, la cuestión se centra en determinar si la denegación de acceso al expediente sancionador, argumentando la inclusión en el mismo de información sensible de carácter personal, ligada de forma indisoluble a los hechos investigados y considerando que su anonimización no garantizaría la imposibilidad de identificación de los afectados, ha sido correcta o si, por el contrario, en el presente caso no concurren las circunstancias previstas en los artículos 15 y 18 de la LTAIBG.

El derecho de acceso a la información pública, reconocido en el artículo 105.b) de la Constitución Española y regulado en los artículos 1, 12 y 13 de la Ley 19/2013, alcanza a los documentos elaborados o adquiridos en el ejercicio de funciones públicas y que obren en poder de las Administraciones Públicas, con la finalidad de fortalecer la transparencia de la actividad pública. No obstante, se establecen límites al acceso, especialmente los derivados de la protección de datos de carácter personal, conforme señala el artículo 15 de la Ley 19/2013, cuya aplicación debe ser interpretada de manera estricta, y exigiendo la debida motivación en las resoluciones que denieguen el acceso a la información.

Más concretamente, el citado precepto dispone:

1. “Si la información solicitada contuviera datos especialmente protegidos a los que se refiere el apartado 2 del artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, el acceso únicamente se podrá autorizar en caso de que se contase con el consentimiento expreso y por escrito del afectado, a menos que dicho afectado hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con anterioridad a que se solicitase el acceso.

Si la información incluyese datos especialmente protegidos a los que se refiere el apartado 3 del artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, o datos relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas que no conllevasen la amonestación pública al infractor, el acceso sólo se podrá autorizar en caso de que se cuente con el consentimiento expreso del afectado o si aquél estuviera amparado por una norma con rango de Ley. 

2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de datos personales u otros derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés público en la divulgación que lo impida, se concederá el acceso a información que contenga datos meramente identificativos relacionados con la organización, funcionamiento o actividad pública del órgano. 



3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el órgano al que se dirija la solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal. 

Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente en consideración los siguientes criterios: 
a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos en el artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.
b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o el hecho de que tengan la condición de investigadores y motiven el acceso en fines históricos, científicos o estadísticos. 
c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los documentos únicamente contuviesen datos de carácter meramente identificativo de aquéllos. 
d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos contenidos en el documento puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se refieran a menores de edad. 

4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se efectúa previa disociación de los datos de carácter personal de modo que se impida la identificación de las personas afectadas. 

5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al tratamiento posterior de los obtenidos a través del ejercicio del derecho de acceso.”

El transcrito precepto diferencia expresamente entre distintas categorías de datos personales. Mientras que para los datos especialmente protegidos o los que hacen referencia a infracciones administrativas o penales, el acceso sólo es posible con el consentimiento del afectado o habilitación legal, para los restantes datos personales se prevé una ponderación del interés público y de los derechos afectados. Así, en los casos afectos por el primer supuesto (artículo 15.1 párrafo segundo), la ley no permite la ponderación, sino únicamente el acceso condicionado a las citadas excepciones. 

Es decir, en defecto de esas excepciones habilitantes, la Ley impone una prohibición tajante de acceso, que no depende de la concurrencia de otros intereses públicos o privados ni resulta susceptible de ponderación con base en criterios generales de prevalencia. Por tanto, si la información contiene datos personales relativos a la comisión de infracciones administrativas y no se cumplen las excepciones legales, no procede continuar con el análisis ponderativo que la propia Ley sólo activa en otros supuestos.

Como puede deducirse del contenido de la solicitud, la petición del reclamante se centra en información referida a infracciones administrativas.  Se trata, por tanto, del supuesto contemplado en el segundo párrafo del apartado 1 del artículo 15 de la LTAIBG, que permite el acceso a datos 
únicamente en caso de que se cuente con el consentimiento expreso de las personas afectadas o exista una habilitación legal específica, circunstancias que no se acreditan en el presente supuesto, pudiéndose denegar el acceso sin que sea precisa ni valoración adicional de intereses públicos y privados ni la aplicación de la ponderación prevista para otros datos personales que requiere XXXXX en su reclamación.

Dicho esto, recordemos que la parte reclamante no está conforme con la denegación de acceso, por entender que cabe facilitarse el acceso “mediante técnicas de anonimización, disociación o tachado parcial, salvo que ello sea manifiestamente imposible”, y considera que la Diputación se limita a alegar de forma genérica un riesgo de identificación, sin justificar ni acreditar la imposible aplicación de estas técnicas.  

Efectivamente, como vía para conciliar el interés público en la divulgación de la información y la protección de datos personales, el apartado 4 del citado artículo 15 habilita la posibilidad de dar acceso a la información pública con la previa anonimización de los datos de carácter personal

Ahora bien, el Departamento de Agricultura puso de manifiesto que la disociación de datos personales en la información contenida en el expediente sancionador requerido por XXXXX resultaría insuficiente para impedir la identificación de los titulares de dichos datos.

Sobre ello, cabe indicar que la anonimización o disociación de datos personales sólo es posible cuando se garantiza que la información no puede atribuirse a una persona física identificada o identificable, ni siquiera de forma indirecta.  El estándar para considerar un dato como anónimo es muy alto: si existe una probabilidad razonable de que, mediante medios razonables, se pueda identificar al sujeto, los datos siguen considerándose personales y, por tanto, sujetos a la normativa de protección de datos. En este sentido, la Agencia Española de Protección de Datos y el Tribunal de Justicia de la Unión Europea han señalado que la reidentificación puede depender de factores como los costes, el tiempo y la tecnología disponible, así como de la información adicional que pueda estar en poder del responsable del tratamiento o de terceros.

[bookmark: F3701]A este respecto, es relevante la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de nueve de noviembre de 2023, asunto C-319/22, que concluye que un dato concreto puede no ser personal; sin embargo, adquiere dicho carácter para quien dispone razonablemente de medios que permiten asociarlo con una persona determinada. Así, un dato será personal o no personal en función de quién lo trate, y de si tiene medios razonables para identificar o reidentificar a la persona, lo cual, en el caso que nos ocupa, viene a determinar la inviabilidad de anonimizar los datos personales que constan en el expediente reclamado, dado que, en atención a los términos en que se solicita la información pública, parece que la persona reclamante podría ya conocer la identidad de la persona o personas afectadas por el expediente sancionador.

A la vista de todo lo anteriormente expuesto, este Consejo Foral considera que la desestimación de la información solicitada por XXXXX encuentra amparo en el artículo 15 de la Ley 19/2013.

En virtud de todo ello, el Consejo Foral de Transparencia adopta, por unanimidad, la siguiente

RESOLUCIÓN

Primero. Desestimar la reclamación formulada por XXXXX contra la Orden Foral 311/2025 de 26 de septiembre de la Diputada de Agricultura, a la vista de lo dispuesto en el artículo 15 de la LTAIBG.

Segundo. Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo ante los Juzgados de lo Contencioso Administrativo de Vitoria-Gasteiz, en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente al de la notificación de esta resolución. 
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